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■ Dice Anacleto que, en Ou-
rense, lo de la moción de cen-
sura contra los jacomitas ten-
drá que esperar. Es cierto que 
se habló de ella, aunque nada 
oficial todavía, pero ya no hay 
demasiados deseos de que la 
alcaldía agote su mandato. Al 
agente secreto le consta que 
hubo consultas para ver las 
posibilidades de cambiar de 
corregidor, pero fueron más 
bien charlas, en absoluto ne-
gociaciones. O sea, en la prác-
tica ni flores. ¿Eh? 

■ A ver: de uno en uno, toda la 
actual oposición estaría dis-
puesta a “mover” el Consisto-
rio, pero eso es mucho más 
complicado de lo que pare-
ce. Por una razón sobre todas: 
el meollo del asunto ya no es 
solo el Ayuntamiento, sino 
también la Diputación. Por-
que el pacto presupuestario 
entre PP y PSOE no es para 
siempre y además hay ca-
breo en la corte. Ojo. 

■ La causa de ese enfado se-
ría que el nuevo sistema de 
gestión podría favorecer más 
a la izquierda que a la dere-
cha, o al centro, como prefie-
ren llamarse. Conste que la fi-
gura de Luis Menor no se dis-
cute ni en los pasillos ni en 
los despachos de los manda-
mases, pero hay quien opina 
que podría tener más cuida-
do con la cosa del reparto. Sin 
llegar, por supuesto, a los lími-
tes de los petrusianos. Que, ya 
se sabe, quieren siempre lo 
gordo. ¿No? 

■ Conviene recordar que la 
fórmula pesoeciata suele ser 
la de “el que parte y reparte se 
queda con la mejor parte”. La 
versión ourensana ideal para 
San Caetano sería algo así co-
mo “cinco por dos diez y me 
llevo dos”, que es una de las 
maneras más elegantes de la 
aritmética. Y en política, no es 
que sea la mejor, pero si de las 
pocas que aplicándose no 
causan demasiados proble-
mas. ¿Capisci?

Paco Vedra

CUATRO COSAS

Los rectores han echado cuentas 
para averiguar cuál es el impacto eco-
nómico de la LOSU, la nueva ley orgá-
nica del sistema universitario, en con-
creto de las nuevas reglas que impo-
ne a las universidades en materia de 
personal docente e investigador y 
han plasmado los datos en un infor-
me que concluye, como explican des-
de la CRUE en un comunicado, que 
aplicar la legislación en materia de 
personal docente e investigador im-
plicaría para los campus un coste di-
recto de al menos 844 millones de eu-
ros, en cifras globales para todo el pa-
ís. En particular, en el caso Galicia y 
de sus tres universidades públicas, Vi-
go, Santiago y A Coruña, el montante 
ascendería a 22,6 millones. 

El monográfico “Financiación pú-
blica en la Ley Orgánica del Sistema 
Universitario” elaborado por los ex-
pertos José Antonio Pérez, de la Uni-
versitat Politécnica de València y Juan 
Hernández Armenteros, de la Univer-
sidad de Jaén, tiene en cuenta para 
su cálculo los costes derivados de ha-
cer frente a las limitaciones horarias 
de los docentes asociados, ayudantes 
doctores y profesorado permanente 
a 240 horas lectivas y lo que supone 
aplicar los límites del 20 por ciento 
a los contratos laborales no perma-
nentes y del 8 por ciento a los contra-
tos laborales temporales.  

Solo con esos conceptos, el infor-
me eleva en “al menos” 844 millones 
de euros el “coste directo extra” para 
las universidades públicas de todo el 
Estado, una cantidad muy superior a 
la recogida en la memoria económi-
ca de la LOSU, que calcula 54 millo-
nes de euros. Para los autores, esos 
costes inducidos “deben ser financia-
dos directamente por los Presupues-
tos Generales del Estado” y con el 
“mismo ritmo temporal” que exige la 
aplicación de la ley. Porque el año 
que entra los campus tendrán que 
afrontar los costes de las limitaciones 
horarias de los docentes, unos 225 mi-

llones de euros, y para 2030 el rebajar 
la temporalidad y mejorar la calidad 
de la plantilla supondrá, estiman, un 
importe adicional para las institucio-
nes educativas de 424 millones de eu-
ros. Y en esas cuentas no entrarían los 
195 millones de pago a la Seguridad 
Social derivado de la reposición 
anual de efectivos por jubilación. 

De los 22,6 millones de euros es-
timados por el informe de coste extra 
para los campus gallegos, el 71 por 
ciento le tocarían a la Universidade 
da Coruña, que deberá hacer frente a 
los efectos de la limitación horaria y 
los topes de personal no permanen-
te y temporal. A Vigo y a Santiago so-
lo les acarrearía costes, según el es-
tudio, el primer parámetro, el de limi-

tar las horas lectivas: 3,2 millones en 
el caso de Vigo y 3 en Santiago. 

Para la CRUE, “de no producirse 
esa financiación” por parte del Go-
bierno, la ley “devendrá inaplicable 
por parte de las universidades públi-
cas”. De ahí que defiendan que los 
Presupuestos Generales del Estado 
para 2024 “deben comenzar a reco-
ger necesariamente las dotaciones 
de crédito necesarias para financiar 
estos costes”.  

La presidenta de los rectores, Eva 
Alcón, afirmó ayer en la presentación 
del estudio que se trata de “uno de los 
mayores retos” que afrontan los cam-
pus. “Desde las universidades estamos 
convencidos de que la Administra-
ción General del Estado debe aportar 
los recursos necesarios a las comuni-
dades autónomas y estas, a su vez, de-
ben asumir su parte para la aplica-
ción de la ley”. El informe incide en 
que la Administración central, promo-
tora de la reforma, “debe asumir con 
sus propios recursos la mayor parte 
del incremento” que supone cumplir 
con la meta de llegar a una financia-
ción pública del 1% del PIB, que cifra 
en 3.135 millones “adicionales”. 

Un aula universitaria.  // Alba Villar

SANTIAGO

C. VILLAR

La CRUE cifra en 844 millones como mínimo el esfuerzo adicional 
en todo el país y demanda que salgan del presupuesto del Estado

Aplicar la nueva ley universitaria 
supone un coste de al menos 22 
millones a los campus gallegos

En el caso de Vigo,  
el coste de aplicar  
la limitación lectiva  
a 240 horas implica 
3,3 millones

El Congreso y el Senado 
constituyeron ayer las comisio-
nes mixtas que comparten, en 
las que la suma de PP y Vox va 
a contar con mayoría absoluta 
y puede condicionar asuntos 
como el control parlamentario 
a RTVE, las fiscalizaciones del 
Tribunal de Cuentas, los infor-
mes del Defensor del Pueblo y 
cuestiones relativas a la Unión 
Europea. Precisamente el exvi-
cepresidente de la Xunta y ex-
conselleiro Francisco Conde 
presidirá la Comisión Mixta de 
asuntos de la Unión Europea.

SANTIAGO
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El exconselleiro 
Conde presidirá la 
Comisión Mixta de 
la Unión Europea

Las asociaciones de padres 
y madres del alumnado de la 
enseñanza pública abogaron 
ayer ante la Consellería de Edu-
cación por incidir en la forma-
ción en vez de prohibir el mó-
vil en los colegios e institutos. 
Así se lo trasladaron en la ron-
da de consultas del Ejecutivo 
antes de ampliar la restricción 
del uso de los móviles a espa-
cios fuera de las aulas, previsi-
blemente ya para enero. 

La presidenta de la Confede-
ración de Anpas Galegas, Isabel 
Calvete, sostiene que “hay que 
considerar el móvil como una 
herramienta y que los alumnos 
tengan toda la formación nece-
saria para hacer un buen uso” y 
el presidente de Confapa, Roge-
lio Carballo, en la misma línea, 
incide en su preferencia por 
“educar a prohibir”, ya que el 
móvil “es un instrumento de di-
gitalización” y, bien usado, “am-
plía competencias en todos los 
ámbitos”. 

SANTIAGO

REDACCIÓN

Las anpas abogan 
ante la Xunta por 
mayor formación 
y no por prohibir 
el teléfono móvil
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